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JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 

Girardot, Cundinamarca, primero de febrero de dos mil veintitrés   

 

 

 

 

 

El señor RICARDO IVAN LOZANO HERNANDEZ, identificado con c.c. 

1005911623, acude en ejercicio de la Acción de Tutela con el fin de solicitar 

a este Despacho la protección de sus Derechos Fundamentales, que 

considera vulnerados por el CONCEJO MUNICIPAL DE GIRARDOT, ello al no 

otorgar una respuesta a la petición radicada vía electrónica el día 6 de 

diciembre de 2022, en forma oportuna. -  

 

ANTECEDENTES 

El accionante fundamenta la petición de tutela en los siguientes hechos: 
 

“PRIMERO: El pasado martes 6 de diciembre de 2022, el suscrito radica 

derecho de petición al CONCEJO MUNICIPAL DE GIRARDOT, al email institucional 

concejomuncipal@girardot-cundinamarca.gov.co, en donde, se evidencia que se 

infringe el termino que dicta la ley para contestar algún derecho de petición (15 

días hábiles).-“ 

 

PETICIÓN 

 

“PRIMERO. –respetuosamente   solicito   ante   su   despacho, sea   

amparado   el derecho fundamental de petición de RICARDO IVAN LOZANO 

HERNANDEZ vulnerado por el CONCEJO MUNICIPAL DE GIRARDOT, por 

rehusarse y no dar respuesta en forma oportuna al oficio enviado y radicado 

vía electrónica el pasado martes 6 de diciembre del 2022.” 

 

 
 

 

DERECHO FUNDAMENTAL SUPUESTAMENTE VIOLADO POR LA ACCIONADA 
 

 

Alega el accionante que le han violado los siguientes derechos:  

 
 

Derecho de Petición. - 

Debido proceso. - 

 

TRAMITE: 

A este despacho correspondió la presente acción por Reparto del 19 de 

enero de 2.023, y por auto de la misma fecha, se ordenó dar trámite de ley, 

oficiando a la entidad accionada a efecto que se pronunciara sobre los 

hechos expuestos por el accionante. - 

REF:  Radicado:  2530740030012023-00-0014-00 

 Solicitud:  ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante: RICARDO IVÁN LOZANO HERNÁNDEZ   

Accionado: 

       

CONCEJO MUNICIPAL DE GIRARDOT  

 Sentencia: 010 (Derecho Petición) 

mailto:concejomuncipal@girardot-cundinamarca.gov.co
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El señor Andrés Iván Trujillo Sánchez, en calidad de presidente del Concejo 

Municipal de Girardot, se pronunció sobre los hechos de la tutela, mediante 

escrito allegado a este despacho, en el que solicita se declare 

improcedente la acción de tutela por carencia actual de objeto e 

inexistencia de acción u omisión imputable o atribuible al Concejo de 

Girardot. -  

CONSIDERACIONES 
 

COMPETENCIA 

Es competente este Despacho para conocer de la presente acción, en 

desarrollo de las facultades conferidas en el artículo 86 de la Constitución 

Política, y de conformidad con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, inciso 

tercero del numeral del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, y se está 

emitiendo fallo dentro del término perentorio y preferencial de diez (10) días, 

previsto en el inciso 4° de la citada disposición constitucional y en el artículo 

15 del Decreto en mención. 
 

ASPECTOS FORMALES 
 

La solicitud se acomoda a las exigencias de los artículos 13 y 14 del decreto 

2591 de 1991.- 
 

 

Establece en el artículo 86 de nuestra carta política: “Toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quién 

actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por lo acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 
 

“…. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable”. 
 

La tutela tiene dos de sus caracteres distintivos esenciales, los de las 

subsidiaridad y la inmediatez,  el primero por cuanto tan solo resulta 

procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial a no ser que busque evitar un perjuicio 
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irremediable; el segundo, puesto que no se trata  de un proceso sino de un 

remedio de aplicación inmediata urgente que se hace preciso suministrar 

en guarda de la efectividad, concreta y actual del derecho sujeto a la 

violación o amenaza. 
 

 

De igual manera la Honorable Corte Constitucional, en reiterados fallos de 

tutela, ha dicho: “La acción de tutela ha sido instituida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o amenaza   de un derecho fundamental, respecto 

de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible 

de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del 

derecho; es decir,  tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional 

para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por 

carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, 

de no ser por tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones 

de quien lesiona su derecho fundamental (..)”    

 

PROBLEMA JURÍDICO: 
 

En el presente caso, se deberá establecer por parte del Despacho si el 

Concejo Municipal de Girardot, le ha vulnerado los derechos 

constitucionales fundamentales al accionante, ello al otorgar una respuesta 

a la petición radicada vía electrónica el día 6 de diciembre de 2022, en 

forma oportuna. -  

 

La Honorable Corte Constitucional en reiterados fallos de tutela ha dicho:  
 

 

DERECHO DE PETICIÓN  

 

“ En relación con el contenido del artículo 23 superior, la Corte Constitucional ha 

precisado que el derecho de petición tiene el carácter de derecho fundamental, 

por ello el mecanismo para lograr su protección cuando quiera que resulte 

amenazado o vulnerado por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública 

y en ciertos eventos por los particulares es la acción de tutela ante la ausencia de 

otro medio de defensa judicial eficaz para hacer efectiva su garantía.   

 

En cuanto al alcance del derecho invocado afirmó que no sólo permite a la 

persona que lo ejerce presentar la solicitud respetuosa, sino que implica la facultad 

para exigir de la autoridad a quien le ha sido formulada, una respuesta de fondo y 

oportuna del asunto sometido a su consideración.  

 

En ese sentido, la respuesta que se brinde a las peticiones debe cumplir con los 

siguientes requisitos: (i) debe ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los 

términos establecidos en el ordenamiento jurídico; (ii) resolver de fondo y de 
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manera clara, precisa y congruente con lo solicitado, y (iii) debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario, pues la notificación de la respuesta al interesado 

forma parte del núcleo esencial del derecho de petición, porque de nada serviría 

la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta se reserva para sí el sentido de lo 

decidido. Si no se cumple con estos requisitos, se incurre en una vulneración del 

derecho constitucional fundamental de petición. 

 

Por su parte, la Ley 1755 de 2015 por medio de la cual se regula el Derecho 

Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, frente a la posibilidad que tiene 

toda persona de presentar peticiones respetuosas y su oportuna respuesta 

estableció:   

 

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. 

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, 

en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o 

particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.   

  

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 

ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 

Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se 

podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o 

funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, 

requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular 

consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.   

 

(…)”.  

 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 

norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 

resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida 

a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán 

resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si 

en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se 

entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva 

solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración 

ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 

peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán 

dentro de los tres (3) días siguientes.  

  

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán 

resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.  

  

PARÁGRAFO. Cuando excepcionalmente no fuere posible 

resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad 

debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 

vencimiento del término señalado en la ley expresando los 

motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en 

que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del 

doble del inicialmente previsto.”   
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EL HECHO SUPERADO  
 

  

“La Corte Constitucional ha enumerado algunos requisitos que se deben examinar 

en cada caso concreto, con el fin de confirmar si efectivamente se está frente a la 

existencia de un hecho superado, a saber:  
  

 

1.  Que con anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho o se 

carezca de una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho 

fundamental del accionante o de aquél en cuyo favor se actúa.  

 

2.  Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la 

acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado.   

 

3.  Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro de una 

prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se 

puede considerar que existe un hecho superado.  

 

En reiteradas jurisprudencias de la Corte Constitucional y recogidas en la Sentencia 

T-005 de 2019, se indica que la acción de tutela es un mecanismo efectivo para la 

protección de derechos fundamentales que se encuentren vulnerados o 

amenazados por cualquier autoridad pública o particular y por lo tanto si se altera 

o interrumpe la situación que genera dicha amenaza o vulneración, la acción de 

tutela pierde su eficacia y se hace improcedente.  

 

Este fenómeno lo ha calificado como carencia actual del objeto, el cual se 

presenta cuando:   
 

  

“La decisión del juez de tutela carece de objeto cuando, en el momento 

de proferirla, encuentra que la situación expuesta en la demanda, que 

había dado lugar a que el supuesto afectado intentara la acción, se ha 

modificado sustancialmente, de tal manera que ha desaparecido toda 

posibilidad de amenaza o de daño a los derechos fundamentales. Siendo 

la defensa de éstos la justificación y el propósito de esta forma expedita de 

administrar justicia constitucional en el caso concreto, ningún sentido tiene 

que el fallador imparta órdenes de inmediato cumplimiento en relación con 

unas circunstancias que pudieron configurarse en el pasado pero que, al 

momento de cumplirse la sentencia, no existen o, cuando menos, presentan 

características totalmente diferentes a las iniciales”.  

 

En sentencia T 200/13, la Corte Constitucional refiere que la carencia actual de 

objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de 

la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión 

contenida en la demanda de amparo.  

 

Así mismo, esta corporación en sentencia T 207/14, señaló que el hecho superado 

tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface 

y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados 

por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto 

del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al 

objetivo de protección previsto para el amparo constitucional.   
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De tal manera, cuando la situación de hecho que originó la violación o amenaza 

ha sido superada, a la acción de tutela no le queda objeto, ni eficacia, ni razón de 

ser y la orden que pudiera impartir el juez ningún efecto tendría, al no haber 

derecho fundamental quebrantado o en riesgo que demande la protección 

inmediata propia de este instrumento de amparo. En otras palabras, si no se están 

generando efectos lesivos, mal podría contrarrestarse lo que ya no existe ni 

provoca peligro.  

 

La acción nociva o amenazante debe ser real y actual, no simplemente que se 

haya presentado, pues no puede requerir protección un hecho subsanado o algo 

que se había dejado de hacer, pero ya se realizó.  

 

Entonces, cuando en el momento de proferir la decisión judicial pertinente, la 

situación expuesta inicialmente en la petición y que había dado lugar a que el 

afectado iniciara la acción, se ha modificado sustancialmente de tal manera que 

ha desaparecido toda posibilidad de amenaza o daño a los derechos 

fundamentales del accionante, el hecho ha sido superado, no teniendo ningún 

sentido que el fallador imparta órdenes sobre hechos acaecidos en el pasado.” 

 

De otra parte, en el artículo 22 del Decreto 2591/91 establece: Pruebas: El 

juez tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, 

podrá proferir el fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas”. 

 

De conformidad con lo expuesto, tanto por el accionante, como por la 

accionando y las pruebas aportadas por los mismos, encuentra este 

despacho que, durante el presente trámite, el hecho que dio origen a la 

presente acción cesó, toda vez que, mediante el escrito de fecha 20 de 

enero de 2023,  la accionada resolvió de fondo, claro y completo el derecho 

de petición elevado por el accionante Ricardo Iván Lozano Hernández, así 

las cosas, resulta pertinente indicar que el núcleo esencial del derecho de 

petición no radica en la condición favorable o desfavorable de la respuesta 

suministrada, sino precisamente en proporcionar a quien lo solicita, una 

respuesta de fondo; en otras palabras, la fundamentalidad del derecho de 

petición se satisface con la respuesta clara, precisa y oportuna, siendo 

indiferente si la misma es positiva o negativa, por lo que no se advierte 

vulneración alguna al derecho fundamental invocado por el señor Ricardo 

Iván Lozano Hernández, y en consecuencia se deniega el amparo 

constitucional deprecado al estar ante un hecho superado.   
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Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

GIRARDOT CUNDINAMARCA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 

REPUBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY. 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Negar el amparo constitucional deprecado por el señor 

RICARDO IVÁN LOZANO HERNÁNDEZ, identificado con cédula de 

ciudadanía No 1005911623, contra el CONCEJO MUNICIPAL DE GIRARDOT, 

conforme a lo expuesto en las consideraciones de esta providencia. 
 

 

SEGUNDO: Notifíquese este proveído conforme a lo establecido por 

el artículo 30 del Decreto 2591/91. 

 

TERCERO: ADVERTIR a las partes que este fallo puede ser impugnado 

dentro de los (3) días siguientes a su notificación sin perjuicio de su 

cumplimiento inmediato. 
 

CUARTO: REMITIR el expediente digitalizado a la Honorable Corte 

Constitucional, dentro de los tres (3) días siguientes a su ejecutoria, si éste no 

fuere impugnado, ello para la eventual revisión del fallo conforme a los 

parámetros establecidos en el Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de Julio de 

2020, en atención a las medidas de emergencia sanitaria tomadas en 

atención a la pandemia COVID 19.   

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

EL JUEZ 

 

JEFFER ALFONSO CUELLO LOPEZ  

 

Firmado Por:

Jeffer Alfonso Cuello López

Juez
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